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ANÁLISIS JURÍDICO DEL TRATAMIENTO AL PORTE DE DROGAS EN EL 
MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL Y COLOMBIANO 
Resumen: 
 
Aunque las drogas han acompañado desde épocas remotas a la humanidad,  y aunque sus 
diversos usos en rituales, celebraciones, y en general en la vida espiritual y social humana son 
milenarios;  hace más o menos medio siglo que el mundo se congregó, impulsado principalmente 
por los Estados Unidos de Norteamérica, alrededor de la prohibición y la lucha contra las drogas, 
lo que derivó en la creación de un amplio marco jurídico de carácter internacional con incidencia 
directa en los ordenamientos jurídicos de los signatarios, así como en una gran cantidad de 
recursos económicos y operativos destinados al sustento internacional de la lucha contra las 
drogas; si bien el objetivo principal de este artículo es exponer y analizar el tratamiento jurídico 
que recibe el porte de estupefacientes en Colombia a la luz del esquema internacional de la 
Organización de Naciones Unidas, se analizan la recién expedida y la proyectada normatividad 
sobre el tema a la luz del Sistema Penal Acusatorio Estadounidense. 
 
El presente artículo aborda entonces, de manera bastante concisa, los siguientes temas: Marco 
Jurídico Internacional de los estupefacientes, marco jurídico actual del porte de drogas en 
Colombia, así como un análisis de la recién expedida y proyectada normatividad sobre el tema a 
la luz del Sistema Penal Acusatorio Estadounidense. 
 
Palabras clave: Drogas, porte de estupefaciente, cooperación internacional, derecho 
comparado, cannabis, marihuana, cocaína, Sistema Penal Acusatorio. 
Abstract: 
Even though historically, drugs have been along humankind in rituals, celebrations and all 
over its spiritual and social life, around fifty years ago, the world, pushed mainly by the United 
States of America gathered around prohibition and war on drugs, which generated the creation of 
a wide international legal framework with direct incidence on the signatories’ internal legal 
systems, as in the huge amount of financial and operative resources destined for international 
cooperation within drug war context; although the main purpose of this paper is exposing and 
analyzing drugs carriage treatment in Colombia under the United Nations’ System, the incidence 
of the Accusatory Penal System implementation in Colombia is also analyzed. 
 
This article exposes, concisely, the next subjects: International legal framework on drugs, 
Colombian current legal framework on drugs carriage, an analysis of the incidence of the 
American Penal Accusatory System in the drugs normativity of Colombia. It should be pointed 
out too as an hypothesis and as a methodological warning, that the double condition of both 
consumer and traditional/iconic productor country held by Colombia is determinant when it 
comes to the design and implementation of drug control policies and law making, 
notwithstanding the above, Portugal´s case is exposed due to its historical relevance as a pioneer 
good practice and United States as a complex regulation case with direct incidence over 
Colombian policies and an interesting example of the pro-legalization movement we nowadays 
witness. 
 
Keywords: Drugs, carriage, International Cooperation, Comparative Law, cannabis, cocaine, 
marihuana, Accusatory Penal System. 
Résumé: 
Même quand les drogues ont accompagné l´humanité depuis longtemps et ses différents 
usages dans des rituels, fêtes et, en général, dans la vie spirituelle et sociale humaine sont 
millénaires; depuis un demi-siècle que le monde s´est réuni, principalement par les États- Unis, 
autour de l´interdiction et la lutte contre les drogues, ce qui a causé la création d´une grande 
cadre juridique internationale avec une incidence importante sur les ordres juridiques des 
signataires, même comme la destination d´une importante quantité de ressources économiques et 
opératifs destinés à la coopération pour la lutte contre les drogues; quoique l´objectif principal de 
cet article est exposer et analyser le traitement juridique que reçoit le port des stupéfiants en 
Colombie sur la système  internationale des Nations Unies, il est aussi analysé la réglementation 
récemment délivrée et projetée à la lumière du Système pénal accusatoire Américain. 
Cet article alors aborde, de forme concis les thèmes suivants:  Cadre juridique international 
des stupéfiants, cadre juridique Colombien du porte des stupéfiants, analysais de la 
réglementation récemment délivrée et projetée à la lumière du Système pénal accusatoire 
Américain. 
Mots-clés : Drogues, porte des stupéfiants, Coopération Internationale, Droit comparatif, , 







     Pocos temas han logrado generar consensos jurídico-políticos internacionales tan amplios 
y efectivos (en términos de implementación legislativa y administrativa) como el tratamiento de 
las drogas; con la suscripción de la Convención Única sobre estupefacientes de 1961, bajo la 
tutela de la Organización de las Naciones Unidas, la cual recogió lo estipulado en diversos 
acuerdos internacionales previos al respecto del tema, como la Convención del Opio de 1912; la 
tendencia hacia la prohibición de la  producción y consumo de estupefacientes, fue liderada en 
gran medida por los Estados Unidos de Norteamérica, e incluye medidas tendientes a dificultar 
el acceso a los estupefacientes mediante el endurecimiento de las sanciones a los distintos 
involucrados en la larga cadena de la producción al consumo; dicha Convención fijó como 
objetivos la abolición de la producción y consumo del Opio, Cannabis y Coca, el deber de 
implementación de la convención en los marcos normativos internos de los países signatarios fue 
estipulado en el artículo 4 (Naciones Unidas, 1972), al siguiente tenor literal: 
“Las Partes adoptarán todas las medidas legislativas y administrativas que puedan ser 
necesarias: a) Para dar cumplimiento a las disposiciones de la presente Convención en sus 
respectivos territorios;”. (Pág. 19). 
     La convención de 1961 no sólo es pionera en la reglamentación de las drogas comprendido 
en el ámbito de la Organización de Naciones Unidas, sino que abrió el camino a las venideras 
Convenciones, que mantuvieron y expandieron el ámbito de acción y la indexación en las listas 
de las sustancias psicoactivas. Paralelo a lo anterior, y en aras a cumplir los objetivos y 
compromisos adquiridos, se comenzaron a suscribir diversos instrumentos bilaterales y 
multilaterales de cooperación internacional que garantizaran los recursos y la logística necesaria 
en la lucha contra las drogas. Es así como Colombia, al día de hoy, cuenta con alrededor de 89 
convenios internacionales para la lucha contra las drogas y los cultivos ilícitos; el papel 
protagónico de Colombia a nivel mundial en la materia se debe a varios aspectos importantes: la 
naturaleza y diversidad del suelo Colombiano, así como la amplia variedad de pisos térmicos, 
aunados  a la existencia longeva de un conflicto interno, han tornado al narcotráfico como fuente 
de financiación de las arcas de los grupos criminales al margen de la ley como el ELN, el Clan 
del Golfo, La ”extinta” oficina de Envigado, las FARC, y demás carteles que aparecen, 
desaparecen y se reconfiguran, a tal punto que para 2016, éstas últimas fueron consideradas 
como el cartel de narcotráfico más grande del país (Cortés, 2016). Históricamente, la imagen 
internacional de Colombia como un país productor de estupefacientes, especialmente de cocaína 
y cannabis, se ha visto afianzada por personajes como Pablo Escobar, al punto de inspirar series, 
películas y hasta bares en tributo al “Patrón”; el estereotipo generado por la tradición cocalera 
del país repercute de manera negativa en la percepción internacional sobre sus ciudadanos y ha 
llegado a motivar actos de xenofobia e irrespeto graves. Dicho papel protagónico ha significado 
para el país tal vez una de las peores posiciones dentro de la guerra contra las drogas a nivel 
mundial: no solo la violencia generada por el control territorial y financiero de las actividades, 
sino el establecimiento de una enorme economía basada en dicha actividad ha generado toda una 
dinámica social respondida desde el gobierno con medidas fallidas e incluso con complicidad y 
corrupción estatal. Un fenómeno reciente que ha modificado el panorama de las luchas contra las 
drogas, es que Colombia ha dejado de ser exclusivamente un país productor, para convertirse a la 
vez en uno consumidor, lo anterior, según cifras aportadas por la Oficina contra la Droga y el 
Delito en su reporte anual del año 2016, (UNODC, 2016) tendencia que se ha mantenido a la par 
del incremento de los cultivos ilícitos.  
     Como agente central de la problemática, Colombia ha sido protagonista de programas de 
lucha contra las drogas como el “Plan Colombia”, del cual uno de sus objetivos era eliminar el 
tráfico de drogas y en virtud del cual el Estado colombiano recibió subvenciones económicas y 
operativas por parte del gobierno Estadounidense, destinadas en gran medida a la denominada 
“Política de Reducción de Oferta” que incluye la ejecución de programas de control de cultivos 
ilícitos, de interdicción, de control a los lavados de activos y extinción de dominio, y la política 
de reducción de la demanda,  llamadas a intervenir las distintas etapas de los estupefacientes: 
siembra, procesamiento, refinación, producción final, transporte y distribución, beneficios 
económicos,  y consumo de estupefacientes; buscando así abarcar la totalidad del proceso 
mencionado, y cuyo énfasis varió especialmente en el gobierno de Juan Manuel Santos, en el 
que, a la par con la negociación del Tratado de Paz con las FARC, se abandonó el ataque frontal 
al proceso de siembra (abandonando la aspersión aérea de los cultivos) para enfocarse en las 
medidas de interdicción (Observatorio de drogas de Colombia, s.f.). 
     Si bien el narcotráfico evidencia un enorme panorama de discusiones políticas, jurídicas, 
éticas, sociales y expone fenómenos que ameritan ser investigados como corrupción, abuso de 
poder, toxicomanía, tráfico a gran y pequeña escala, beneficios medicinales, procesos de 
investigación científica, etcétera, este artículo se propone estudiar de manera específica el porte 
de estupefacientes con fin de consumo, es decir, la tenencia de narcóticos con el fin exclusivo de 
consumo en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad, su regulación en 
Colombia, Estados Unidos y Portugal, así como los conflictos jurídicos que, en la práctica, son 
evidenciados en los procedimientos de cateo, incautación y judicialización.   
 
La reciente expedición del decreto 1844 del 1 de octubre de 2018, “Por medio del cual se 
adiciona el capítulo 9 del título 8 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 1070 de 2015, “decreto 
Único Reglamentario del Sector Administrativo de Defensa”, para reglamentar parcialmente el 
Código Nacional de Policía y Convivencia, en lo referente a la prohibición de poseer, tener, 
entregar, distribuir o comercializar drogas o sustancias prohibidas. (Decreto N° 2018, 2018, pág. 
1). 
     En esta se fijaron los parámetros jurídicos de control al porte de estupefacientes, y se 
estableció un procedimiento policial para la incautación y destrucción de las cantidades que no 
superen la dosis personal establecida por la ley. 
     El decreto antes mencionado es el cumplimiento de uno de las promesas de campaña de 
Iván Duque: recuperar los parques y tener territorios libres de droga, todo en virtud de la 
protección de los niños, tiene más bien un tinte prohibicionista y paternalista que no ofrece 
soluciones técnicas al problema rampante de consumo de sustancias ilegales en menores de edad 
y que deja muchos claroscuros y tintes incluso clasistas en sus motivos y aplicaciones, tal y 
como se expondrá más adelante en el presente artículo.  
     En consonancia con lo anterior, el Fiscal General de la Nación, Nestor Humberto Martínez 
Neira, radicó en el Senado un proyecto de ley (2018). “Por medio del cual se adoptan 
disposiciones de fortalecimiento de la seguridad ciudadana”, en el que se plantean reformas 
normativas para combatir el narcomenudeo consistentes en la modificación del tipo penal de 
tráfico fabricación o porte de estupefacientes (artículo 376 del Código Penal), así como el 
suministro de drogas a menores por medio de productos engañosos. Los rasgos prohibicionistas 
son notables tanto en el decreto como en el proyecto de ley, y van claramente en contravía de la 
tendencia internacional actual de avance hacia políticas más liberales y con enfoque en la salud 
pública, que han demostrado mayor efectividad en la reducción de la criminalidad, la violencia e 
incluso en el consumo de las sustancias, especialmente en menores de edad. Es el caso, por 
ejemplo, de Portugal, en donde, bajo liderazgo de un médico, se diseñó un plan que despenalizó 
por completo el porte de cualquier sustancia ilícita, y se le dio un enfoque desde el punto de vista 
médico al problema, en el que comités interdisciplinares prestan acompañamiento a los adictos y 
se ofrecen los insumos necesarios para el consumo seguro de las sustancias. Los Estados Unidos 
de Norteamérica, por otro lado, y dentro de su gran complejidad jurídica, muestra una tendencia 
hacia la regularización de las sustancias psicoactivas (pese a la férrea oposición que el gobierno 
de Donald Trump y Mike Pence han ejercido en contra de dichas medidas), situación que además 
deja observar que entre las estipulaciones internacionales y la aplicación de las mismas en la 
normativa Estadounidense existen en este, como en otros varios casos importantes, discordancias 
aún pese a que es Estados Unidos de Norteamérica el país que impulsa la política a nivel 
internacional y el que pone altísimas sumas de dinero como fondos para la cooperación sobre el 
tema. 
ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
     Con lo anterior como contexto, se permite el autor indicar la metodología del presente 
artículo: un preámbulo sobre el marco de derecho internacional contenido en las convenciones y 
protocolos, así como una breve exposición de los numerosos planes de cooperación internacional 
de lucha contra las drogas suscritos por Colombia; una exposición sobre el marco jurídico 
Colombiano actual del porte de estupefacientes; una exposición de los modelos Estadounidense 
y Portugués, y a manera de conclusión, comentarios y anotaciones al respecto del Decreto 1884 
de 2018 y del proyecto de ley de Fortalecimiento de la Seguridad Ciudadana. De este modo, se 
pretende responder a la pregunta ¿cuál es el panorama jurídico actual del porte de sustancias 
psicoactivas en Colombia desde el derecho internacional? Además de buscar hacer denuncias a 
partir del análisis de las normas mencionadas.  
El método investigativo utilizado tendrá un enfoque cualitativo descriptivo a través de la 
técnica de revisión documental, mediante la investigación, recolección y análisis de información 
jurídica y política relacionada con el marco actual y posibles reformas a la regulación del porte 
de estupefacientes en Colombia y en el marco Internacional; las fuentes utilizadas para el 
presente artículo incluyen disposiciones normativas nacionales de fuente legal, administrativa y 
jurisprudencial, instrumentos de cooperación internacional como convenios, convenciones y 
















Marco jurídico internacional del porte de estupefacientes   
 
     Como se anunció en la introducción de este documento, la Convención fundamental del 
tema que nos ocupa es la  Convención Única sobre estupefacientes de 1961, enmendada por el 
protocolo de 1972, en el mismo sentido se encuentran el Convenio sobre Sustancias 
Psicotrópicas de 1971 y la Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
psicotrópicas de 1988, con estos tres tratados se estableció el marco regulatorio internacional de 
la Organización de las  Naciones Unidas. Si  bien estos tratados no son los pioneros en regular el 
tema a nivel internacional (la epidemia del Opio de final del siglo XIX, impulsó la 
conformación, en 1905 de la Comisión de Shanghai, que elaboró la Convención Internacional 
del Opio, que fue el instrumento jurídico internacional pionero sobre el asunto, y que fue suscrito 
en 1912 pero que no tenía carácter vinculante para las partes), constituyen la piedra angular de 
articulación internacional en torno al tratamiento de las drogas, de la siguiente manera.  
 
Convención Única sobre Estupefacientes (1961)  
     Fue enmendada por el protocolo de 1972, recoge y sustituye los tratados anteriores sobre 
el tema, introdujo además las cuatro listas regulatorias de fiscalización de sustancias; fue firmado 
por 73 estados que adquirieron compromisos tendientes a reducir la cantidad de droga derivada 
de la planta de coca, de adormidera y de cannabis disponible para el consumo ilícito, al tiempo 
que dejaron abierta la posibilidad de producción de sustancias derivadas de dichas plantas con 
fines exclusivamente científicos y médicos; la disponibilidad de la materia prima para tales 
efectos, se garantiza mediante la creación de “previsiones”, la información al respecto del 
aprovechamiento permitido, hace parte de la obligación de reporte que adquirieron los estados 
firmantes, en virtud de la cual, los estados se comprometieron a suministrar datos estadísticos 
(ver artículo 20). Estos reportes dejan en el aire una sensación de parcialidad normativa, que si 
bien se justifica en principio debido a la importancia que tiene la investigación científica, 
principalmente de analgésicos derivados de las plantas fiscalizadas es, en cierta medida, 
hipócrita el prohibir el acceso a las plantas, partiendo de la base de que todos los usos no 
realizados por profesionales o técnicos con fines científicos, son dañinos y prohibidos mientras 
se acepta de manera soslayada las bondades médicas de tales plantas. La convención creó un 
régimen de importación y exportación de materia prima y sustancias. En cuanto al cannabis, se 
excluyó del marco de fiscalización la producción destinada exclusivamente a fines industriales. 
(Naciones Unidas, 1972). 
     El sistema de licencias, en cabeza de “El organismo” del que trata el artículo 23 de la 
Convención,  aplica para diversos actos que quedan con la Convención sujetos a las decisiones 
internas de cada estado respecto a las autorizaciones de producción, experimentación, 
importación, exportación, comercialización y  distribución de estupefacientes permitidos. En 
Colombia, “El organismo” encargado de la fiscalización de sustancias y precursores es el Fondo 
Nacional de Estupefacientes, creado por medio de la ley 36 de 1939 y reglamentado por el 
decreto ley 257 de 1969. Es una Unidad Administrativa especial adjunta de la Dirección de 
Medicamentos y Tecnologías en Salud del Ministerio de Salud, esta entidad se encarga de dar 
cumplimiento a lo establecido en las Convenciones Internacionales de fiscalización de Drogas, 
sus principales funciones son:  
“Ejercer la fiscalización sobre la fabricación, importación, exportación, distribución, venta 
y uso de drogas para fines médicos y científicos, extendiéndose a los precursores. Importar, 
fabricar y distribuir los medicamentos monopolio del Estado y contratar lo que sea necesario. 
Cofinanciar proyectos contra la farmacodependencia que adopte el gobierno nacional.” (Fondo 
Nacional de Estupefacientes, 2019; Jelsma & Armenta, 2015) 
     La convención estableció un protocolo de fiscalización en puntos de tránsito internacional 
para prevenir el tránsito de fronteras de los estupefacientes con fines ilícitos. Resulta interesante 
al criterio del autor el artículo 32, que establece una excepción a tal protocolo, relativo al transporte 
de drogas en los botiquines de primeros auxilios de buques o aeronaves de las líneas 
internacionales: en este apartado se consideran exceptuado del régimen el transporte de 
determinadas cantidades de drogas con fines de utilización médica de urgencia. Se hace referencia 
a dicha cláusula por cuanto evidencia un serio inconveniente jurídico de la lucha contra la drogas: 
la definición de los límites de la aplicación territorial cuando, en virtud de la soberanía nacional 
(o estatal, en los casos de países federados), se acepta el consumo, porte, tenencia o cultivo de 
alguna sustancia y se riñe con el tránsito interestatal. En los Estados Unidos de Norteamérica, por 
ejemplo, han suscitado debates muy interesantes al respecto del tránsito de sustancias que han sido 
legalizadas en ciertos estados pero que continúan siendo ilegales a nivel federal. El problema 
radica en que chocan las normas estatales con las federales, y el tránsito de sustancias entre dos 
estados como Colorado y California, por ejemplo, mediante el uso de vías nacionales es prohibido, 
o por ejemplo dentro de los parques nacionales, donde rige la ley federal estadounidense, es 
prohibido el consumo o porte de sustancias aún si el parque se encuentra dentro de la jurisdicción 
territorial de un estado que ha legalizado o despenalizado dicha sustancia. 
     Al respecto del porte de sustancias, esta convención estableció en los firmantes la facultad 
de autorizar la posesión de estupefacientes, sin embargo, estableció la conducta de posesión dentro 
de las sujetas a las medidas penales del artículo 36, del que se exponen a continuación extractos 
relevantes que configuran las bases del tipo penal de narcotráfico, y que estableció el tipo genérico 
que fue adaptado posteriormente en la legislación Colombiana.  
“Artículo 36: Disposiciones penales.  
1. a) A reserva de lo dispuesto por su Constitución, cada una de las Partes se obliga a 
adoptar las medidas necesarias para que el cultivo y la producción, fabricación, 
extracción, preparación, posesión, ofertas en general, ofertas de venta, distribución, 
compra, venta, despacho de cualquier concepto, corretaje, expedición, expedición en 
tránsito, transporte, importación y exportación de estupefacientes, no conformes a las 
disposiciones de esta Convención o cualesquiera otros actos que en opinión de la Parte 
puedan efectuarse en infracción de las disposiciones de la presente Convención, se 
consideren como delitos si se cometen intencionalmente y que los delitos graves sean 
castigados en forma adecuada, especialmente con penas de prisión u otras penas de 
privación de libertad. b) No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las 
personas que hagan uso indebido de estupefacientes hayan cometido esos delitos, las Partes 
podrán en vez de declararlas culpables o de sancionarlas penalmente, o además de 
declararlas culpables o de sancionarlas, someterlas a medidas de tratamiento, 
educación, postratamiento, rehabilitación y readaptación social, de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 38”. (ONU, 1968) 
     Los extractos presentados dejan entrever los grandes rasgos de la política antidrogas 
internacional, en la que se considera el problema de drogas como uno en cadena, que involucra 
varios eslabones y actividades que lo convierten en un tema que presenta serios retos tanto para 
el estudio como para el diseño y ejecución de políticas públicas. También se puede evidenciar en 
el texto resaltado la gravedad sugerida de la problemática, que recomienda la imposición de 
sanciones penales especialmente de prisión, priorizadas incluso sobre las medidas de tratamiento 
y atención social y médica a las víctimas de la problemática: es en este momento en el que se 
puede observar una discordancia práctica entre la expresada preocupación por la salud moral y 
física de la humanidad (ver el primer párrafo del preámbulo) y la prioridad del manejo entre 
sanciones y tratamientos, en el que el orden lógico más aparente es atender a las personas que 
representan actualmente un flagelo para la vida en sociedad por el uso indebido de las sustancias. 
La readaptación social debe buscar atender en primera instancia a las personas que no 
potencialmente sino efectivamente están lacerando la comunidad con comportamientos 
inapropiados y fuera del marco normativo. 
Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas (1971) 
     Esta vez preocupados especialmente por las drogas anfetamínicas (cuyos picos de uso se 
dispararon por esa época), tal y como se infiere de la segunda Resolución del texto, se volvieron 
a reunir en el marco de la Organización de las Naciones Unidas, cerca de 70 estados para hacerle 
frente a la creciente ola de consumo de nuevas sustancias como las benzodiacepinas, barbitúricos 
y las mencionadas drogas anfetamínicas. En Colombia, el convenio fue ratificado por medio de 
la ley 43 de 1980. La aplicación del concepto “sicotrópicas” en vez de estupefacientes, obedece 
según Jelsma y Armenta (2015), investigadores del Transnational Institute, a la presión de la 
gran industria farmacéutica Europea y Estadounidense, el concepto  utilizado en el Convenio es 
inventado y sin una definición clara, según los profesionales (Jelsma & Armenta, 2015). Aunque 
el convenio sigue los lineamientos generales de la anterior respecto del régimen de licencias para 
la fabricación y producción de  sustancias con fines medicinales y terapéuticos, esta vez el texto 
del convenio gira más hacia la regulación del comercio internacional de las sustancias 
fiscalizadas: el énfasis de este Convenio, en comparación con su predecesor, se encuentra en la 
regulación de un protocolo más detallado de la importación y exportación de sustancias, como 
evidencia de esto, se puede observar el artículo 12 de la siguiente manera:  
“Artículo 12. Disposiciones relativas al comercio internacional 1. a) Toda Parte que 
permita la exportación o importación de sustancias de las Listas I o II exigirá que se obtenga una 
autorización separada de importación o exportación, en un formulario que establecerá la 
Comisión, para cada exportación o importación, ya se trate de una o más sustancias(…) Si la 
sustancia se exporta o se importa en forma de preparado, deberá indicarse además el 
nombre del preparado, si existe. La autorización de exportación indicará, además, el número y 
la fecha de la autorización de importación y la autoridad que la ha expedido. c) Antes de 
conceder una autorización de exportación, las Partes exigirán que se presente una 
autorización de importación, expedida por las autoridades competentes del país o región de 
importación, (…) e) Una vez efectuada la importación, el gobierno del país o región de 
importación devolverá la autorización de exportación al gobierno del país o región de 
exportación con una nota que acredite la cantidad efectivamente importada. 2. a) Las Partes 
exigirán que para cada exportación de sustancias de la Lista III los exportadores preparen una 
declaración por triplicado, extendida (…)” (Naciones Unidas, 1971). 
     En los apartados en negrilla (fuera del texto original), se puede analizar la rigurosidad de 
las medidas implementadas para regular específicamente el comercio internacional de sustancias 
estupefacientes con usos legales: la autorización recíproca de importación y  exportación entre 
dos estados que exige además información bastante detallada al respecto de la operación de 
comercio en términos de naturaleza de la sustancia, cantidad, fechas, remitente, receptor y otros 
datos que permitan identificar el componente químico, así como protocolización sobre el 
seguimiento del recorrido y destinación internacional de las sustancias y los preparados. Al 
respecto de los preparados, vale la pena mencionar que son, de conformidad con lo estipulado en 
el Convenio, “toda solución o mezcla, en cualquier estado físico, que contenga una o más 
sustancias sicotrópicas” (Naciones Unidas, 1971). Es importante aludir al concepto pues los 
preparados fueron incluidos en las listas de fiscalización en virtud del convenio bajo estudio, y 
por lo mismo, están sometidas al régimen de control internacional de sustancias. 
      Es de anotar, en el mismo sentido, que el Convenio mantuvo en su mayoría el modelo de 
tipo penal establecido en la Convención anterior, exceptuando las recomendaciones sobre incluir 
los delitos en aquellos que son causal de extradición, de conformidad con los tratados de 
extradición suscritos por las partes que a bien lo tengan. También es importante al criterio 
personal, mencionar que el Convenio disminuyó el alcance del concepto de importación y 
exportación, eliminando el transporte de sustancias prohibidas entre un estado y otro de la misma 
nación, lo cual puede ser analizado de varias maneras, pero que sin lugar a dudas marca un 
rompimiento con la percepción establecida en la Convención  de 1961. 
 
Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas (1988): 
     Esta convención fue aprobada en Colombia por medio de la ley 67 de 1993, firmada por 87 
países y es seguramente la Convención más estricta de las tres que integran el marco 
internacional. Fue concebida en medio de una época de gran violencia y actividad de tráfico de 
estupefacientes a nivel mundial (es de anotar y resaltar que la época en que surge la Convención, 
es tal vez la época más violenta de la guerra de carteles de narcotráfico en Colombia, no fue sino 
hasta 1993 que el estado logró asesinar al capo Pablo Escobar). No solamente la violencia de la 
época, sino la cantidad de sustancias que fueron transportadas, así como las astronómicas cifras 
de los dineros producidos por la actividad ilícita, generaron una preocupación a nivel 
internacional que fue respondida de manera bastante firme con esta Convención, que no 
solamente endureció las medidas penales contra las actividades relacionadas, sino que además 
las puso en cabeza en el orden de prioridades de acción de la Convención. El recrudecimiento de 
las medidas en contra del narcotráfico se evidencian fácilmente en el tercer artículo sobre Delitos 
y Sanciones, que alargó bastante la lista establecida en los anteriores tratados sobre las 
actividades punibles relacionadas a las sustancias estupefacientes y sicotrópicas (Naciones 
Unidas, 1988). De la misma manera, esta Convención incluyó dentro de las sustancias bajo 
fiscalización internacional, los precursores, disolventes y productos químicos utilizados en la 
fabricación de sustancias ilegales; el reconocimiento e inclusión de los “estados de tránsito” 
dentro de la Convención, marca también una pauta importante sobre el tratamiento internacional 
al problema de las drogas: ya no solamente se consideran para la elaboración de políticas 
públicas, los problemas sufridos por los países productores y consumidores, sino que se reconoce 
tanto la existencia como la importancia geopolítica de aquellos estados en los que se transportan 
las sustancias. 
     La convención de 1988 estableció también un régimen de “Asistencia Judicial Recípróca”, 
en virtud del cual, las partes firmantes se comprometieron a suministrar información y brindar 
asistencia internacional en las investigaciones, procesos y actuaciones judiciales de delitos 
contemplados en el instrumento. Igualmente, la extradición, que en el pasado Convenio fue 
estipulada como una recomendación a los estados, se estableció en este como un compromiso 
integral que incluyó la agilización de procedimientos de extradición, así como “simplificar los 
requisitos probatorios” (Naciones Unidas, 1988), lo que demuestra un verdadero deseo de 
judicialización a nivel internacional de los responsables de delitos relacionados a las sustancias 
ilícitas.  
     La rigidez de este acuerdo internacional, tal y como se mencionó previamente, puede ser 
observada fácilmente en lo estipulado en el artículo 3:  
“Artículo 3 DELITOS Y SANCIONES (...)  
iii) La posesión o la adquisición de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica con 
objeto de realizar cualquiera de las actividades enumeradas en el precedente apartado 1); iv) 
La fabricación, el transporte o la distribución de equipos, materiales o de las sustancias 
enumeradas en el Cuadro 1 y ci Cuadro II. a sabiendas de que  van a utilizarse en el cultivo, 
la producción o la fabricación ilícitos de estupefacientes o sustancias sicotrópicas o para 
dichos fines; y) La organización, la gestión o la financiación de alguno de los delitos 
enumerados en los precedentes apartados i), ii), iii) o iv);  
(...) 2. A reserva de sus principios constitucionales y de los conceptos fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias 
para tipificar como delitos penales conforme a su derecho interno, cuando se cometan 
intencionalmente, la posesión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes o sustancias 
sicotrópicas para el consumo personal en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, 
en la Convención de .196 1 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971 
(...)1) La victimización o utilización de menores de edad; g) El hecho de que el delito se 
haya cometido en establecimientos penitenciarios, en una institución educativa o en un centro 
asistencial o en sus inmediaciones o en otros lugares a los que escolares y estudiantes 
acudan para realizar actividades educativas, deportivas y sociales; 
(...) 6. Las Partes se esforzarán por asegurarse de que cualesquiera facultades legales 
discrecionales, conforme a su derecho interno, relativas al enjuiciamiento de personas por 
los delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, se ejerzan para 
dar la máxima eficacia a las medidas de detección y represión respecto de esos delitos 
teniendo debidamente en cuenta la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo referente 
a la comisión de esos delitos (...)” (Naciones Unidas, 1988). 
     Los extractos del artículo en mención, dejan evidenciar, de manera clara, la contundencia 
que se propuso la Convención para combatir los delitos: no solamente se amplió la gama de 
conductas consideradas como delito, sino que además, se establecieron en este medidas drásticas 
de sanción penal al tiempo que se instó a los firmantes a efectivizar sus políticas de 






El porte de sustancias estupefacientes en el ordenamiento Jurídico Colombiano 
      En Colombia, la normatividad antidrogas es compleja y difusa: se encuentra dispersa entre 
disposiciones constitucionales, actos legislativos, leyes, decretos, resoluciones,  sentencias y 
proyectos que difieren en el nivel de tolerancia frente al consumo pero que, en general, 
mantienen una línea dura contra las actividades de fabricación y tráfico de estupefacientes, la 
rigidez de estas posturas encuentra límites (contra los que a menudo choca) en los derechos 
humanos a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad, e incluso a la libertad de culto. 
Mientras algunas personas sostienen que la rigidez de las normas y de la ejecución (enforcement) 
es una respuesta apenas natural al papel histórico del país como productor de tales sustancias. 
Además de la situación anterior, el cambio en las políticas públicas que se da con las alternancias 
de gobiernos nacionales o regionales, generan una incertidumbre jurídica para los consumidores 
e incluso para las fuerzas policiales, cuya actuación se ve limitada por decisiones políticas, esta 
situación se agrava por los comunes y crecientes casos de corrupción y narcotráfico interno que 
minan la confianza de la ciudadanía en las autoridades de control, especialmente en la Policía. 
La limitación al porte de estupefacientes en Colombia encuentra su sustento jurídico en 
diversas disposiciones como el Código Nacional de Policía y Convivencia, (Ley 1801 de 2016) 
que establece en los artículos 33, 92 y 140, conductas relacionadas con el porte y consumo de 
estupefacientes, así como las multas y medidas que deben ser tomadas en tales casos: la 
inspección, decomiso y destrucción de los bienes; En similar sentido, el Decreto 1844 del 1 de 
octubre de 2018 (Presidencia de la República, 2018) que modificó el Código de Policía 
otorgando a los uniformados la capacidad de incautar y destruir cualquier cantidad de sustancias 
estupefacientes en el espacio público,  esto incluso en contra de la jurisprudencia Constitucional 
sobre la materia, que había establecido con anterioridad el derecho ciudadano de portar la 
cantidad requerida para el consumo personal (dosis mínima) en aquella famosa Sentencia del 
Honorable Carlos Gaviria Díaz, (Corte Constitucional, 1994) que declaró un apartado de la ley 
30 de 1986, por la cual se adoptó el Estatuto Nacional de Estupefacientes (Congreso de la 
República, 1986) como una norma que violaba los preceptos constitucionales al establecer 
(dentro de los expuestos lineamientos de la Organización de Naciones Unidas), sanciones de 
prisión y tratamiento de rehabilitación forzado para las personas que llevaran consigo menos de 
veinte gramos de marihuana o uno de cocaína. La argumentación de la Corte Constitucional en el 
mencionado fallo, radicó en posturas liberales que definen el Consumo de sustancias como una 
actividad enmarcada en el ámbito privado de las personas, que tienen el derecho a decidir no 
solamente sobre el consumo en sí mismo (bajo los preceptos de asunción de riesgos y efectos), 
sino sobre su plan de vida y cómo la ingesta de sustancias influye sobre éste. Las drogas, de 
conformidad con la definición de la principal autoridad en el tema (World Health Organization, 
1994), son “toda sustancia con potencial para prevenir o curar una enfermedad o aumentar la 
salud física o mental y en farmacología como toda sustancia química que modifica los procesos 
fisiológicos y bioquímicos de los tejidos o los organismos.”. Bajo ese entendido, el limitar de 
manera absoluta el consumo de las sustancias estupefacientes o drogas, es un atentado contra el 
derecho que tienen las personas de modificar los procesos de su propio organismo a voluntad, 
quienes pueden disponer incluso de su vida conforme decidan.  
Ahora, me permito hacer varias reflexiones desde la experiencia personal así como desde los 
lineamientos constitucionales y liberales que considero vulnerados por la normativa mencionada: 
El procedimiento policial establecido en esta norma, excede por mucho las facultades que le 
corresponden a un estado de derecho, si bien nuestro país adolece de condiciones de seguridad 
óptimas y sufre de altísimos índices de inseguridad personal que impiden el goce efectivo de los 
derechos básicos de primera y segunda generación por el actuar delictivo y organizado que se ha 
enquistado sin remedio aparente no solo en las grandes ciudades del país sino a lo largo del 
territorio incluso rural Colombiano, esto no puede ser una excusa para desconocer los derechos a 
la presunción de la buena fe, al debido proceso, e incluso a los principios fundamentales del 
sistema penal acusatorio estadounidense en el que supuestamente se basa nuestro sistema de 
regulación penal con claras influencias sobre el policivo, y que establece la no arbitrariedad de 
los cateos y las revisiones a personas por suponer una contravención al principio y derecho a la 
igualdad. Desde la experiencia personal con los uniformados de policía, y desde la cercana y 
común experiencia colectiva que sufrimos los ciudadanos Colombianos sobre el específico, y 
que tiene el tinte común de la desconfianza hacia éstos así como el abuso de las facultades y el 
uso de la violencia de manera desproporcionada, así como los graves hechos de corrupción que 
hasta el día de hoy dejan solo en este año 286 uniformados capturados por cometer actos 
irregulares, en su mayoría por hurto y porte de estupefacientes (RCN radio, 2019) la 
desconfianza en la institución, aunada con las extraordinarias facultades otorgadas por la norma 
(que inclusive integran la posibilidad de ingresar a la residencia de las personas sin orden 
judicial previa bajo ciertas condiciones), no son solamente un caldo de cultivo peligroso para 
vulneraciones de derechos humanos, sino que sitúan a los uniformados en una nada deseable 
posición frente a la ciudadanía, que ha pasado de verlos como aliados y cuidadores a verlos 
como indeseables y abusivos. 
Otro de los inconvenientes de la normatividad radica en la dificultad de efectivizar los 
mandatos sobre estupefacientes sin vulnerar los principios mencionados: en este punto me 
refiero específicamente al regreso al “peligrosismo” o sospecha ilegal, que recae sobre los 
grupos más marginados de la sociedad y sobre los “ñeros” o personas de estratos bajos, que se 
convierten casi que de manera automática en las víctimas y sospechosos de cometer este tipo de 
conductas y que por lo tanto tienen que sufrir toda clase de vejámenes e inspecciones por parte 
de las autoridades y que ven con antojo esos principios democráticos de igualdad de las 
personas. Al respecto del clasismo y la desigualdad en las medidas sobre estupefacientes (que es 
un tema bastante extenso e interesante a los ojos del autor), me conformaré por cuestiones de 
espacio con mencionar el desafortunado comentario de Gabriel Santos Representante a la 
Cámara por el Centro Democrático , hijo del embajador de Colombia en Estados Unidos, 
Francisco Santos, quien aseguró que la finalidad  del decreto antidosis mínima de Duque “era 
atacar a los jíbaros en parques de Suba, Ciudad Bolívar, Tunjuelito o Engativá, y no al 
consumidor recreacional en El Chicó” (El Espectador, 2019), desde lo personal puedo 
presentarme como testigo que el consumo de cannabis en los Penthouses del Salitre, en los 
apartamentos de los Rosales o las mansiones de El Peñón, no reciben la más mínima persecución 
policial, y que el consumo y distribución de drogas en los altos estratos de la sociedad 
Colombiana son absolutamente regulares y poco porblemáticos. 
     Actualmente, en virtud del Decreto 1844 del 1 de octubre de 2018, los uniformados de la 
policía pueden incautar y destruir cualquier cantidad de drogas que encuentren en sus 
procedimientos, incluso las cantidades que se encuentran dentro del margen de la denominada 
“dosis mínima” o “dosis de consumo personal”, se exceptúa de esta disposición las drogas 
incautadas a personas consideradas y acreditadas como adictas o como usuarias médicas con 
debida prescripción de la sustancia que portan. Este decreto es claramente regresivo en cuanto a 
la libertad de consumo y porte de estupefacientes, y obedece a una de las pocas promesas de 
campaña que al parecer cumplirá el presidente Iván Duque, la de recuperar los parques como 
territorios seguros y libres de drogas para los niños Colombianos. La medida, que tiene tintes 
populistas dirigidos hacia el nicho conservador que contribuyó considerablemente a la elección 
del mandatario, y que aún ve con malos ojos el ejercicio del libre desarrollo de la personalidad 
cuando de consumo de sustancias psicoactivas se trata. La norma, se alimenta de lo estipulado en 
las Convenciones de las Naciones Unidas sobre el tema en lo que respecta a las listas de 
sustancias sujetas al régimen de fiscalización internacional. 
     El artículo 376 de la ley 599 del 2000 (Código Penal) (Congreso de la República, 2000) , 
desarrolla el delito  de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (claramente siguiendo la 
línea normativa de la Convención Única de 1961), de la siguiente manera:  
“El que sin permiso de autoridad competente, introduzca al país, así sea en tránsito o saque 
de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, 
inancie o suministre a cualquier título sustancia estupefaciente, sicotrópica o drogas 
sintéticas que se encuentren contempladas en los cuadros uno, dos, tres y cuatro del 
Convenio de las Naciones Unidas sobre Sustancias Sicotrópicas, incurrirá en prisión de 
ciento veintiocho (128) a trescientos sesenta (360) meses y multa de mil trescientos treinta 
y cuatro (1.334) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.(…)  
Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos (200) 
gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de 
cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, doscientos (200) gramos de droga 
sintética, sesenta (60) gramos de nitrato de amilo, sesenta (60) gramos de ketamina y GHB, 
la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses de prisión y multa de dos 
(2) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Si la cantidad de 
droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil 
(10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos 
de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o sesenta (60) gramos de 
derivados de la amapola, cuatro mil (4.000) gramos de droga sintética, quinientos (500) 
gramos de nitrato de amilo, quinientos (500) gramos de ketamina y GHB, la pena será de 
noventa y seis (96) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de ciento 
veinte y cuatro (124) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
Las sanciones previstas en este artículo, no aplicarán para el uso médico y científico del 
cannabis siempre y cuando se tengan las licencias otorgadas, ya sea por el Ministerio de 
Salud y Protección Social o el Ministerio de Justicia y del Derecho, según sus 
competencias.” (Artículo 376, Código Penal Colombiano) 
Tal y como se puede observar en  la norma, por cierto bastante extensa, ( lo que incluso 
significó complicaciones en la revisión del presente en plataforma antiplagio que se acataron 
tratando de salvarguardar el impacto metodológico que da la extensión de la norma citada 
cuando se compara el tipo penal con el común de los tipos penales vigentes en la actualidad)  
se adoptó en gran medida lo dispuesto en las Convenciones Internacionales de fiscalización 
de drogas en los verbos rectores de la conducta, así como en acoger las listas de sustancias 
como complemento del tipo penal en la indexación de sustancias objeto de control. Llaman la 
atención la rigidez de la pena establecida, así como su graduación de conformidad con los 
topes en las cantidades incautadas. La relación entre las cantidades  incautadas y las penas 
impuestas muestra el alcance logístico y la capacidad de adaptación de los grupos organizados 
a los controles estatales, manifiestas tanto en las inmensas cantidades del penúltimo párrafo, 
así como en las modificaciones legislativas introducidas mediante las leyes 890 de 2004, 1453 
de 2011, y 1787 de 2016. La Sentencia de Constitucionalidad 689 (Corte Constitucional, 
2002), declaró la norma como exequible al analizar los cargos elevados por una interesante 
demanda ciudadana en la que se abordan temas coyunturales como los mercados clandestinos 
y la salubridad dentro del marco del derecho al libre desarrollo de la personalidad y del 
derecho a la igualdad de los consumidores de sustancias psicoactivas. 
     Actualmente, cursa en el senado un proyecto de ley (Senado de la República, 2018) 
presentado por el Fiscal General de la Nación, Nestor Humberto Martínez “Por medio de la cual 
se adoptan disposiciones de fortalecimiento de la seguridad ciudadana”, en el cual se impulsan 
medidas encaminadas a la reducción de las actividades delictivas en las principales ciudades del 
país endureciendo las penas contra la reincidencia, la cibercriminalidad, y en lo que nos ocupa, 
en contra del microtráfico y narcomenudeo,  estos últimos mediante, precisamente, la 
modificación al artículo 376 que ya ha sido expuesto. Como estudio práctico y aplicación de lo 
investigado, se ha revisado por parte del autor el proyecto haciendo hincapié en la exposición de 
motivos, y los siguientes son los comentarios y anotaciones al respecto:  
     El proyecto de ley, específicamente sobre el tema de estudio, busca afrontar dos nuevas 
modalidades de narcotráfico: el narcomenudeo y el microtráfico, esto es, tráfico de sustancias en 
pequeñas cantidades; el mecanismo para afrontarlas es la  imposición de sanciones que amplían 
el tipo penal en casos como el favorecimiento al consumo en espacios públicos y abiertos al 
público. La medida genera en los administradores de espacios abiertos al público, una carga 
bastante difícil de cumplir, costosa e incómoda que amenaza con sanciones desproporcionadas y 
extremas, máxime cuando son contextualizadas en las ya existentes cargas que deben cumplir 
empresarios y comerciantes en la actualidad. Se afirma que las medidas son bastante gravosas en 
atención a la poca facilidad práctica que soporta el cumplimiento de la norma, por ejemplo, en 
las discotecas y sitios de entretenimiento social, donde es bastante usual el consumo de 
sustancias ilícitas, los “bouncers” o guardias de seguridad, no cuentan con la facultad legal de 
requisar a la personas, situación que dificulta en gran medida el cumplimiento de la disposición. 
     La propuesta, que promete cumplir con las decisiones de las altas cortes judiciales que 
amparan el derecho al libre desarrollo de la personalidad de los consumidores de sustancias 
psicoactivas, modifica los procedimientos legales de la Policía (ya de por sí exacerbados y 
abusivos), otorgando a los agentes la facultad de tomar decisiones juramentadas, así como la 
ampliación del ámbito de aplicación del procedimiento especial abreviado. 
     La relación automática de droga con delito (que es llevada por momentos al absurdo por el 
fiscal cuando se refiere a la explotación sexual de menores como relacionada directamente a las 
actividades ilícitas tendientes al control territorial del mercado de estupefacientes), se basa en 
estudios desactualizados del 2014 y 2015, que no tienen en cuenta los importantes cambios en 
las políticas de gobierno de los últimos 4 años, y que además obvia la actual crisis de 
inmigración que sufre el país. La  manifestación que hace el fiscal en la exposición de motivos 
del proyecto sobre los comportamientos corruptos de algunos funcionarios públicos y la 
permeabilidad de las instituciones estatales a la actividad de las organizaciones criminales parece 
solamente ser un canto a la bandera, pues a pesar de representar un problema de gran magnitud, 
no se toman medidas para solucionarlo. 
     Sobre la afirmación de que Colombia es un país consumidor, es necesario anotar que no 
puede desconocerse la doble condición que tiene Colombia a nivel internacional como país 
productor y consumidor de drogas: en esta semana pasada apenas, el presidente Norteamericano 
Donald Trump, regañó al mandadero Colombiano Iván Duque por la cantidad de drogas que 
están entrando a su país de parte de Colombia, mientras lo instaba a fortalecer los controles para 
reducir la problemática (Semana, 2019). El regaño de Trump, así como las cifras de hectáreas 
con cultivos ilícitos desmienten de manera casi automática una de las aseveraciones del Fiscal 
para soportar el fortalecimiento de la lucha contra el tráfico de pequeñas cantidades de drogas 
cuando menciona en el texto que: “Ya no se trata de transportar grandes cantidades de sustancias 
al interior y exterior del país esporádicamente, sino de mover pequeñas cantidades en el día a 
día”(Nestor Humberto Martinez Neira, 2016, P5.). Esta afirmación parece haber sido expresada 
con los ojos cerrados a los índices actuales de consumo a nivel mundial; pese al fenómeno de 
traslado territorial que ha sufrido el negocio de las drogas (en el que los centros de producción se 
han visto desplazados hacia Bolivia y Ecuador, y los de administración hacia países como 
México), las muestras de guerra por el control del negocio de las drogas siguen vivas en las 
regiones de Colombia, las rutas que heredaron las FARC y los grupos narcotraficantes, ahora en 
manos del ELN y del Clan del Golfo, no compiten entre ellas por el dominio del menudeo y las 
pequeñas cantidades a las que alude el Fiscal, sino que se trata de un negocio de ganancias 
billonarias y actividades transnacionales. 
 El texto presentado, denota además una falta de exactitud técnica en cuanto al Cannabis 
con alto contenido de THC: la preocupación creciente del estado expresada por el Fiscal en 
cuanto al “cripy” como una variedad de cannabis con alto contenido de Tetrahidrocannabinol, 
evidencia la falta de elementos técnicos y la ausencia de rigor sobre los efectos y naturaleza 
de un grupo enorme de plantas con variedades Indica y Sativa, así como un enorme rango de 
híbridas; la afirmación del Fiscal no solamente desconoce la naturaleza y variedades de la 
planta, sino que revela uno de los más grandes problemas de la tendencia prohibicionista: la 
falta de información que permita levantar la estigmatización que hay con respecto al uso del 
Cannabis para aprovechar sus bondades terapéuticas y médicas, el encasillamiento de todas 
las cepas con alto grado de concentración de THC en la categoría callejera del “cripy” (que 
además está mal escrito, su correcta forma es creepy), merece un estudio más detallado en el 
que se aborden de manera científica las variedades de la planta y el nivel de tolerancia que 
tiene realmente el estado Colombiano en cuanto al consumo del THC en cepas híbridas que 
cumplan con los estándares en cuanto al contenido de CBD. Urge además una capacitación en 
tal sentido a los administradores de justicia (dentro de los que al parecer se encuentran ahora 
los uniformados de la policía), sobre las variedades del Cannabis, así como dotarlos de los 
elementos y medios necesarios para identificar adecuadamente la cepa en cada caso 
particular, de modo que se garantice a los pacientes acreditados que la utilicen, el derecho a la 
salud, lo que facilitará en gran medida  controlar el abuso de la sustancia por parte de los 
usuarios, así como reducir el consumo de la marihuana psicoactiva en niños y niñas. 
     Sobre la mención que se hace al modelo Portugués, vale observar con atención lo 
siguiente: La despenalización total del porte de sustancias psicoactivas en el país lusitano, fue 
diseñada por el Médico Joao Goulao, quien decidió afrontar el consumo de dichas sustancias 
como un problema de salud pública, por lo que, además de despenalizar el porte de la dosis de 
consumo, se crearon comités de trabajo interdisciplinares conformados por psicólogos, médicos, 
trabajadores sociales y demás profesionales que integran los “comités de disuasión”, que buscan 
prestar al consumidor una asistencia integral que permita el uso de las sustancias en condiciones 
de salubridad, lo que ha arrojado cifras importantes como la reducción de infecciones por VIH, 
así como un índice de muertes por drogas que es 5 veces menor que la media Europea. Si bien el 
Fiscal incluye en la exposición de motivos del proyecto el caso Portugués en cuanto a los topes 
de las sustancias, no se refiere en lo más mínimo a la esencia de la regulación antidrogas del 
país: el valorarlo como un asunto de salud pública y no como uno de seguridad. 
     La volatilidad del mercado de estupefacientes que se menciona en el texto, no es evidente 
solo en las nuevas sustancias creadas, sintetizadas o mezcladas, sino que al ser un negocio tan 
lucrativo como se expone en el documento, es un mercado que ha demostrado siempre adaptarse 
constantemente a la legislación y controles administrativos y policiales; es una actividad que se 
sofistica y evoluciona no solamente en cuanto a los productos que ofrece, sino también en sus 
formas de distribución y evasión de la normatividad, muestra clara de ello es la necesidad de 
presentar tal proyecto de ley, pues se ha hecho imperioso controlar la dosis de consumo y de 
aprovisionamiento tras la cual se han escondido los expendedores para cumplir con su cometido. 
¿Acaso la continua y al parecer interminable regulación tras regulación de las cantidades no es 
un augurio casi certero de que las estructuras criminales dedicadas al narcotráfico seguirán 
disminuyendo su escala de distribución, de conformidad con las normas que sigamos expidiendo 





Conclusiones y comentarios adicionales 
Del estudio realizado, se pueden inferir y comentar varios aspectos: La Cooperación 
internacional antidrogas, con sus múltiples instrumentos internacionales y sus respectivas 
inserciones en los ordenamientos jurídicos de los signatarios, pese a jugar un papel histórico 
importante en cuanto a ecuanimidad internacional y armonización de criterios, presenta serias 
fallas sustanciales respecto a su ámbito de aplicación, por cuanto pretende regular no solamente 
una amplísima cantidad de sustancias y componentes químicos, sino también precursores y 
elementos usados en diversos procesos industriales, lo que dificulta el aprovechamiento 
investigativo de las sustancias y establece taras desmedidas en contra de la productividad y el 
desarrollo. En consonancia con lo anterior, es menester referirse a la clasificación de las listas, 
específicamente me refiero con esto a la clasificación del cannabis dentro de la lista I y IV de 
regulación, lo que impone sobre la planta y sus componentes químicos las más estrictas medidas 
de control y la sitúa junto con sustancias como la heroína e incluso el bazuco o crack, con nulo 
potencial terapéutico, situación que ha sido advertida incluso por la Organización Mundial de la 
Salud, que ha manifestado a la ONU las inconsistencias de la evidencia científica que soporta la 
clasificación y ha pedido en consonancia su reconsideración. Las prohibiciones tan estrictas contra 
el cannabis han configurado también un error en el derecho por cuanto viola el principio de 
prohibición especial y quebranta las tradiciones culturales y religiosas que involucran el uso de la 
planta bien directa o indirectamente, lo que atenta contra el patrimonio inmaterial de la humanidad 
y contra las libertades básicas de culto, reunión y desarrollo de la personalidad. 
El otro punto al que se ha arribado del análisis es la tremenda inseguridad jurídica y violaciones a 
las libertades personales que afrontan los consumidores de psicoactivos en el país, que se topan 
con una regulación en constante cambio, multicéfala, y que obedece a las decisiones de distintas 
autoridades sin  coordinación entre ellas, a la vez que son atacados por el amplísimo arbitrio de 
las autoridades administrativas y policivas, que en vez de ceñirse al ordenamiento jurídico y los 
principios legales y constitucionales, obedecen a las leyes del mercado haciéndose partícipes de 
un negocio sumamente lucrativo a la vez que rompen las cargas justas del ciudadano inaplicando 
las disposiciones que le favorecen en virtud de intereses políticos superiores. 
En vista de lo anterior, es de suma importancia la unificación de criterios legales respecto del porte 
de estupefacientes para el consumo, lo que establecería una seguridad jurídica tendiente a 
garantizar los derechos de las personas a la vez que se establecen políticas públicas con bases 
científicas serias y claras sobre las sustancias y su imperiosa diferenciación de acuerdo con su 
nivel de peligrosidad y posibles beneficios medicinales y terapéuticos, con campañas pedagógicas 
que en vez de crear y reforzar tabúes y zonas grises ocultas, hablen directa y seriamente sobre las 
drogas, su consumo responsable y los problemas que pueden generar. 
Es de destacar también la deficiencia en los resultados propuestos en las convenciones respecto al 
uso de sustancias, su facilidad en el acceso y la dependencia a las mismas: hace falta solamente 
ver el informe sobre el  consumo en las Américas (Organización de Estados Americanos, 2019) 
para encontrar cifras tendientes al alza en la gran mayoría de estados de la región, en todas las 
edades: es bastante preocupante que una política que cuenta con tantos recursos físicos, jurídicos 
y económicos fracase de manera tan abrupta y sostenida sin que sea modificada o replanteada. 
Otro de los puntos que me parece adecuado plantear ya finalizando el documento es una reflexión 
desde la perspectiva del derecho económico en referencia a la cantidad de dinero que genera el 
país actualmente y de manera proyectada con el Cannabis medicinal: para ilustrar la situación, me 
referiré de manera específica a la empresa Canadiense Pharmacielo, que es la mayora productora 
de Cannabis medicinal actualmente, y que tiene  disponibles, según sus propios datos, 15 millones 
de pies cuadrados disponibles para el cultivo de la planta, de las cuales “1.3 millones de pies 
cuadrados para el Centro de genética y propagación (propiedad de la Compañía); 0.4 millones 
de pies cuadrados de invernaderos al aire libre propiedad de la Compañía con cultivadores 
indígenas; y 13.3 millones de pies cuadrados de invernaderos al aire libre a través de productores 
subcontratados.” (Pharmacielo, 2019). Tanto es el éxito de la compañía produciendo extractos y 
aceites derivados del Cannabis, que cotizan sus acciones en la bolsa de valores; de acuerdo con un 
informe publicado por GMP securities (GMP, 2019) en el que se analiza el valor y proyección de 
las acciones de Pharmacielo (PCLO-TSXV), se asegura que el Cannabis es el nuevo oro verde 
Colombiano, y expone una gran cantidad de factores que proyectan las acciones de la empresa en 
12.00 dólares Canadienses (cuando el valor actual es de $7.55), esto es, un incremento de casi el 
80% en el valor: sin querer ahondar en el tema, me limitaré a poner sobre la mesa la consideración 
de la legalización completa del Cannabis (producción de plantas de variedad Indica y Sátiva) como 
una excelente opción económica para un país cuya cifra de desempleo asciende actualmente al 
10,5% (DANE, 2019).  
Como comentario final, me permito agregar un apunte al respecto de la descoordinación estatal 
entre las ramas del poder público que se evidencia con la sentencia de Constitucionalidad 235 de 
2019, anunciada que declara inexequible unos apartados del Código de Policía que regulan el 
consumo en espacios públicos y abiertos al público: si bien los pesos y contrapesos son síntoma 
de una sana democracia, la desarticulación en temas de salud pública e interés general como el que 
nos ocupa, es dañina en cuanto cada rama analiza y proyecta regulaciones basadas en sus 
perspectivas morales y éticas, así como en sus consideraciones personales sin atender lo realmente 
importante desde el derecho: la vida y salud de las personas que sufren los flagelos del exceso y 
el abuso de sustancias. 
Para cerrar, presento un apartado de El almuerzo desnudo, de William Burroughs, autor 
norteamericano de la generación Beat, que abordó sin tabúes temas como la homosexualidad, el 
consumo de drogas y su abuso en una obra censurada y prohibida que también fue llevada al cine 
y cuya introducción, titulada “declaración, testimonio de una enfermedad” reza: 
“Si se quiere alterar o anular una pirámide de números en relación serial, se altera o se  
elimina el número de la base. Si queremos aniquilar la pirámide de la droga, tenemos que 
empezar por la base de la pirámide: el adicto de la calle, y dejarnos de quijotescos ataques 
a los llamados <<de arriba>>, que son todos reemplazables de inmediato. El adicto de la 
calle que necesita la droga para vivir es el único factor insustituible en la ecuación de la 
droga. Cuando ya no haya adictos que compren droga, no habrá tráfico. Pero mientras 
exista necesidad de la droga, habrá alguien que la proporcione.” 
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